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El instituto de los Seguros Sociales, a través de su Gerente Seccional, ha impugnado la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira el día diecisiete (17) de febrero de 2005, a propósito de la acción interpuesta por el señor GUSTAVO ALBERTO RIVERA ESCOBAR y donde también figura como accionada la Empresa Social del Estado Rita Arango Álvarez del Pino. Por tal razón, mediante el presente proveído acude la Sala a desatar la controversia.  

1.- SOLICITUD 

Manifestó el accionante que el día treinta y uno (31) de enero de los corrientes le fue ordenado un examen denominado TAC ABDOMINAL para determinar el tratamiento al que se debe someter con ocasión de una penosa enfermedad que padece; sin embargo, hasta el momento ni la EPS del Instituto de los Seguros Sociales, ni la ESE Rita Arango Alvarez del Pino han cumplido la orden emitida por el médico tratante. 

Solicitó en consecuencia, la protección de sus derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, y las órdenes judiciales del caso. 

2.- SENTENCIA 

Luego de vincular a las dos entidades accionadas, el a quo le dio credibilidad a lo narrado por el afectado, habido análisis de todos los documentos aportados como pruebas.
Calificó el examen ordenado como urgente y recordó que la mera expectativa de la fecha y hora de la consulta no releva a las entidades de salvaguardar eficazmente la salud y la vida en condiciones dignas de sus afiliados.

Por lo anterior, le ordenó a las plurales instituciones que en un plazo máximo de cinco (5) días realicen el TAC ABDOMINAL, suministren los medicamentos y materialicen el tratamiento que se llegue a requerir. 

 3.- IMPUGNACIÓN

Alega que los plazos concedidos son demasiado cortos y recuerda que nadie está obligado a lo imposible. Debe tenerse presente el término para los trámites contractuales y los horarios que fije la entidad prestadora para el efecto. Adicionalmente, solicita la facultad de recobro ante el FOSYGA. 

4.- SE CONSIDERA
4.1. Competencia 

La Sala es competente para resolver la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.2. Problema jurídico 

Corresponde analizar si el plazo concedido en primera instancia para la práctica de un TAC ABDOMINAL al ciudadano RIVERA ESCOBAR, fue el adecuado según las circunstancias del caso específico, o si, por el contrario, debe prolongarse en atención a los motivos concretos mencionados por la entidad impugnante.

4.3. Solución al debate planteado

No es de dudar que son múltiples los asuntos a los que debe dar trámite el Instituto de los Seguros Sociales, de igual manera, que un buen número de casos sometidos a su competencia debe ser prestado por terceras entidades en calidad de contratistas. Sin embargo, aquello no es excusa para prolongar indefinidamente unos procedimientos de los cuales depende la salud y la vida en condiciones dignas de un ciudadano. 

En la reciente sentencia T-680 de 2004 la Corte Constitucional reafirmó: 

En reiteradas oportunidades esta Corporación ha sostenido que la salud no es autónomamente un derecho fundamental de aplicación inmediata y por ello, en principio, no es amparable por vía de tutela. Sin embargo, también ha sostenido que ese derecho puede ser objeto de amparo por parte del juez de tutela cuando se encuentre estrechamente ligado con un derecho constitucional de carácter fundamental, como sería el caso del derecho a la vida o la integridad personal.

También ha señalado la jurisprudencia que la vida no se limita a la posibilidad de una mera existencia física y que la afectación de ese derecho fundamental no puede ser entendida únicamente cuando la persona está al borde de la muerte. De manera que el amparo tiene lugar no sólo cuando quien busca la protección está a punto de morir o de sufrir una pérdida funcional significativa, sino que el concepto es más amplio, incluye la realización humana en todas sus manifestaciones enmarcada en el principio de dignidad, hasta el punto de garantizar una existencia en condiciones dignas.
 

En ese orden, la acción de tutela está llamada a prosperar no sólo ante circunstancias graves que puedan comprometer la existencia biológica de una persona, sino frente a eventos que, no obstante ser de menor gravedad, perturben el núcleo esencial del derecho a la vida y tengan la posibilidad de desvirtuar claramente la vida y la  calidad de la misma en las personas,
 según cada caso específico.

Con esa aclaración y dada la trascendencia del derecho a una vida en condiciones dignas, es evidente que los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud no pueden quedar sometidos a una espera perenne cuando de atención medica se trata, por eso, teniendo en cuenta que estamos frente DIAGNÓSTICOS URGENTES de los cuales seguramente sobrevendrá todo un procedimiento curativo que exigirá premura, encuentra la Sala que no hay lugar a reformar la determinación del Juez de tutela, pues en la misma se estableció un plazo prudente. 
Como la facultad de recobro fue expresamente concedida en primer grado, la Sala considera innecesario algún pronunciamiento adicional sobre el particular. 

Con estos fundamentos, procede la confirmación integral de la sentencia. 

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el proveído de tutela que ha sido objeto de impugnación. 

SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      
       VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Cfr. Corte Constitucional. Sentencias T-576 del 14 de diciembre de 1994 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo), T-926 del 18 de noviembre de 1999 (M.P. Carlos Gaviria Díaz) y T-393 del 15 de mayo de 2003 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra), entre muchas otras.


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-260 del 27 de mayo de 1998 (M.P. Fabio Morón Díaz).


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-617 del 29 de mayo de 2000 (M.P. Alejandro Martínez Caballero).
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